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CUANTIA de VP GLOBAL contra el HOSPITAL ESE CARI DEL ATLANTICO.  

 

Fernando De La Hoz Xiques, mayor de edad, vecino de esta ciudad, abogado titulado 

identificada con la c.c. N° 1.045.671.327 de Barranquilla y T.P. No. 233765 del C.S.J., 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado del 

HOSPITAL UNIVERSITARIO CARI E.S.E. identificada con NIT 800.253.167-9, representada 

legalmente por ROSMERY EDITH WEHEDEKING PÁEZ, mayor de edad, domiciliada y 

residente en la ciudad de Barranquilla – Atlántico, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 32.772.787 de Barranquilla- Atlántico, de conformidad con el Decreto 

000184 del 27 de abril de 2020 y el Acta de Posesión No 019374 de 01 de mayo de 2020, 

conforme consta en el poder adjunto, por medio del presente escrito me permito 

sustentar RECURSO DE APELACIÓN en contra de la sentencia del 23 de septiembre 2019 

dictada dentro del proceso de la referencia. 

Anticipadamente manifiesto al despacho que la sentencia objeto de alzada debe ser 

revocada en todas sus partes al carecer de respaldo probatorio y de sustento jurídico 

para acceder a las pretensiones de la demanda 

En el presente recurso, se pondrán de presente las diversos aspectos jurídicos que 

fueron omitidos por el juzgador de primera instancia, referido a los requisitos formales y 

sustanciales del título, a la falta de jurisdicción, la falta de aceptación de las facturas por 

funcionario competente, la falta de integración del título complejo al no allegarse la 

liquidación de los contratos, la inexistencia en el plenario de prueba alguna que permita 

determinar el supuesto perjuicio sufrido por el actor ante la ausencia de juramento 

estimatorio y por ende la falta de regulación de los perjuicios que deviene en la extinción 

de la obligación, así como en la falta de pronunciamiento respecto a la pago parcial que 

se hizo respecto de las obligaciones reclamadas. 

 

 



1.1.1. Sobre la obligación del Ad quem de pronunciarse sobre los fallos contenidos en el 

título ejecutivo, independientemente que los mismos no hayan sido alegados por el 

ejecutado. 

El órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria ha sido enfático en señalar que los jueces 

tienen la “potestad-deber”  de examinar en la sentencia los posibles fallos de los títulos 

ejecutivos sobre los que se fundamenta una orden de pago, sea que hayan sido puestos 

de presente por el ejecutado en la impugnación del mandamiento o que haya guardado 

silencio sobre el particular. 

Tanto así, que la Corte Suprema, en sentencia del año 20191, reafirmó sus 

pronunciamientos de los años 2016, 2017 y 20182: la facultad/obligación que tienen los 

jueces de examinar los requisitos del título aún en la sentencia, no se encuentra limitada 

por el alcance del art. 430 del C.G.P, pues se busca garantizar la primacía de lo sustancial 

sobre lo formal. 

De esta forma, yerra el despacho al omitir pronunciarse sobre los requisitos legales del 

título valor aportado para su recaudo por vía judicial, pues de manera expresa omite 

analizar de fondo las exigencias normativas referidas a la falta de los requisitos legales 

del título, la exigibilidad del mismo y la ausencia de los requisitos contemplados en el art. 

774 del Cód. de Comer, sobre las cuáles se limitó a citar apartes del referido artículo y del 

772 del estatuto mercantil, sin valorar la inexistencia de las condiciones expresamente 

contempladas en dichas disposiciones en el título valor sobre el que dictó orden de 

recaudo.  

Tampoco se pronunció de fondo en la sentencia respecto a la falta de jurisdicción, la falta 

de aceptación de las facturas por funcionario competente, la falta de integración del 

título complejo al no allegarse la liquidación de los contratos, la inexistencia en el plenario 

de prueba alguna que permita determinar el supuesto perjuicio sufrido por el actor ante 

la ausencia de juramento estimatorio y por ende la falta de regulación de los perjuicios 

que deviene en la extinción de la obligación, así como en la falta de pronunciamiento 

respecto a la pago parcial que se hizo respecto de las obligaciones reclamadas. 

                                                           
1  “ De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a estudiar, incluso ex officio y sin límite en 
cuanto atañe con ese preciso tópico, el título que se presenta como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al 
analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es de ese modo rebatida, como también a la hora 
de emitir el fallo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que ese es el primer aspecto relativamente al cual 

se ha de pronunciar la jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, ora por el ad quem”  ( STC3298-2019, Rad. n.° 25000-22-13-000-

2019-00018-01.) 

 
2
  Sent.STC18432-201; sent. Exp. 11001-02-03-000-2017-00694-00 y sent. Exp. 68001-22-13-000-2018- 00044-01. 

 



1.1.2. Sobre la falta de jurisdicción. 

Llama la atención que en el desarrollo de la audiencia de instrucción y juzgamiento, el 

despacho de primer instancia señala que no desconoce la voluntad contractual de las 

partes respecto al pago de intereses legales, sin reparar que del contenido del 

clausulado de los instrumentos contractuales que originan las facturas que nos ocupan, 

se desprenden las facultades exorbitantes propias de los contratos estatales, 

relacionadas, por supuesto, con el carácter de entidad pública del Hospital ESE Cari. 

Indudablemente que la naturaleza pública del Hospital Universitario E.S.E. Cari, así como 

las pretensiones compensatorias e indemnizatorias a través del cobro de facturas 

derivadas de contratos estatales suscritos con la sociedad demandante, deriva en que la 

jurisdicción competente para conocer del proceso que nos ocupa sea la contenciosa 

administrativa. 

Así lo establece el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, que al tenor literal reza: 

“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, 

además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 

controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 

entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 

Igualmente conocerá de los siguientes procesos: (…) 

 6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones 

aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en 

que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los 

contratos celebrados por esas entidades” 

(…) 

PARÁGRAFO. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad pública 

todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación; 

las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o 

superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o 

superior al 50%.” 

No hay que hacer mayor esfuerzo interpretativo de la norma para llegar a la conclusión 

de que la jurisdicción contenciosa administrativa es la competente para conocer de 

litigios referentes a pretensiones de índole ejecutiva derivadas de contratos estatales de 



entidades de naturaleza pública, que es precisamente lo que se discute de los hechos 

que suscitaron el presente litigio, relacionados con unas facturas derivadas de  contratos 

celebrados entre la E.S.E Hospital Cari y la sociedad ejecutante. 

De acuerdo con el Decreto Ordenanzal 000483 de 1991 se crea el HOSPITAL 

UNIVERSITARIO CARI E.S.E., como un establecimiento público del orden departamental, 

dedicado a la prestación de atención médica especializada. Así, siendo el HOSPITAL 

UNIVERSITARIO CARI E.S.E. una EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO DEL ORDEN 

DEPARTAMENTAL, estamos frente a una persona jurídica de naturaleza pública o estatal, 

a quien se le demanda para el cumplimiento o pago de obligaciones dinerarias derivadas 

de relación contractual, por lo que los elementos de los títulos valores surgen de la 

contratación sostenida con el ente del orden público o estatal. 

Sobre la naturaleza de las empresas sociales del estrado señal el Decreto 1876/94 en su 

art. 1, lo siguiente: 

“Artículo 1º.- Naturaleza jurídica. Las Empresas Sociales del Estado constituyen una 

categoría especial de entidad pública, descentralizada, con personería jurídica, 

patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas o reorganizadas por ley o 

por las asambleas o concejos” 

Por su parte el Decreto Ordenanzal 000483 de 1991 en su artículo dice: 

“Créase el Centro de Atención y Rehabilitación Integral de Salud, como un 

establecimiento público de carácter departamental, descentralizado de primer grado, 

con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al 

Departamento Administrativo de Salud del Atlántico, perteneciente al subsector oficial 

del sector salud de conformidad con el artículo 5, literal b) de la Ley 10 de 1990.” 

A su turno, la Ordenanza 0042 de 1994 complementada con la Ordenanza 0016 de 2005 

expedidas por la Asamblea Departamental del Atlántico, definen al HOSPITAL CARI como 

un ente descentralizado que presta servicios de salud en todos los diferentes niveles de 

complejidad. 

Con base en la naturaleza jurídica de la E.SE. Hospital Cari y atendiendo pretensiones 

relacionadas con facturas expedidas con ocasión a un contrato de asociación celebrado 

con personas jurídicas, en hechos que guardan identidad de relación con el que nos 

ocupa, el Tribunal Superior de Barranquilla decidió que la jurisdicción competente para 

pronunciarse al respecto es la contenciosa administrativa y no la ordinaria, señalando 

que: 



“Es de acotar que la naturaleza jurídica del HOSPITAL UNIVERSITARIO CARI E.S.E. 

como una EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, tal como lo consagra el artículo 83 de la 

Ley 489 de 1998, es precisamente de entidad pública descentralizada por medio de 

las cuales el Estado presta directamente los servicios de salud, aunado a que el 

artículo 194 de la ley 100 de 1993 señala que la prestación de servicios de salud en 

forma directa por la nación o por las entidades territoriales, se hará principalmente 

a través de las Empresas Sociales del Estado, que constituyen una categoría especial 

de entidad pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y 

autonomía administrativa, creadas por la Ley o por las Asambleas o Consejos. 

En suma, de acuerdo a lo señalado en el numeral 6° del artículo 195 de la ley en 

mención se considera que las Empresas Sociales del Estado son entidades de 

naturaleza pública, que están sujetas, por regla, al régimen jurídico de las personas 

de derecho público, salvo en materia de contratación, donde se aplican normas de 

derecho privado, sin perjuicio de la observancia a los principios de la contratación 

pública y le son aplicables las disposiciones del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en particular3.”  

En el sub júdice se aprecia que si bien las facturas allegadas como base del recaudo 

son títulos autónomos, lo cierto es que desde la demanda la parte actora también 

afirma que se trataba de una ejecución con base en un título ejecutivo complejo, 

remitiéndose a la Cláusula Cuarta del Contrato de Asociación 136 de 2007 a efectos 

de acreditar la forma en la que debía efectuarse el pago. 

De igual forma, al efectuarse el estudio de las excepciones de mérito planteadas por 

el extremo pasivo de la litis, resulta imperativo el análisis del contrato estatal que les 

dio origen, pues el principal reparo efectuado por el apelante se contrae 

precisamente a que se trata de un título complejo, siendo necesario remitirse al 

contenido de dicho convenio, en especial a su Cláusula Cuarta, de conformidad con 

la cual en su sentir, el pago de la obligación se encontraba sujeto a una condición 

suspensiva. 

En tal sentido, se enfatiza que los medios defensivos del demandado se apoyan 

precisamente en las circunstancias que rodearon tal contrato, argumentos que como 

ya se dijo, imponen el examen del Contrato Estatal, lo que escapa a la órbita de 

competencia de esta jurisdicción. 

                                                           
3
 Auto del 5 de junio de 2020 en el asunto referenciado. 



Así la cosas, es menester señalar que en un caso similar al que nos ocupa la Sala 

Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, consideró que los 

títulos valores que se expidan como consecuencia del desarrollo de un contrato 

estatal, tienen relación causal inmediata con éste, y por ende, en virtud de lo 

estipulado por el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, es a la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa a quien corresponde el conocimiento de las controversias 

que como consecuencia de ello se susciten. Al respecto, precisó: 

“...la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para juzgar las 

controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los cuales estén involucradas las 

entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa, ello de 

conformidad con lo establecido en el 104 de la Ley 1437 de 2011”. (Auto del 10 de 

abril de 2019, Rad. 11001010200020180267700 (16252 -36), M.P. Julia Emma 

Garzón de Gómez) Negrilla del Despacho)”4 

En igual sentido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla se pronunció en 

proceso ejecutivo identificado con radicado No. 08001-31-03-002-2016-00357-03 

(42.474 TYBA) mediante providencia del 5 de junio de 20205, en la cual ratifico su 

posición respecto a que la jurisdicción competente para conocer de las controversias y 

litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 

derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 

particulares cuando ejerzan función administrativa, es la jurisdicción de lo contencioso 

administrativa. 

A más de ello, es de señalar que el art. 299 de la Ley 1437 de 2011 establece las reglas 

aplicables para conducir el proceso ejecutivo derivados suscritos por las entidades 

estatales: 

“Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades públicas. 

Salvo lo establecido en este Código para el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en 

                                                           
4 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla en proceso ejecutivo identificado con radicado No. 08001-31-03-011-2015-
00379-03 (42.632-TYBA). 

 
5
 “En suma, de acuerdo a lo señalado en el numeral 6°del artículo 195 de la ley en mención se considera que las Empresas Sociales del 

Estado son entidades de naturaleza pública, que están sujetas, por regla, al régimen jurídico de las personas de derecho público, salvo 
en materia de contratación, donde se aplican normas de derecho privado, sin perjuicio de la observancia a los principios de la 
contratación pública y le son aplicables las disposiciones del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  
Administrativo, en particular. En el sub júdice se aprecia que si bien las facturas allegadas como base del recaudo son títulos autónomos, 
al efectuarse el estudio de las excepciones de mérito planteadas por el extremo pasivo de la litis, es evidente que resulta imperativo el 
análisis no sólo del contrato estatal que les dio origen, sino de las Resoluciones 1006 del 5 de noviembre de 2015 y 586 del 10 de junio de 
2016, en virtud de las cuales se declaró la caducidad y liquidación del mismo9, asuntos que no son del resorte de la Jurisdicción 
Ordinaria en su especialidad civil, sino que por el contrario, corresponden a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.” 



la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionadas con contratos celebrados 

por entidades públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento 

Civil para el proceso ejecutivo de mayor cuantía…” 

Expresado lo anterior, se debe declarar la nulidad FALTA DE JURISDICCION Y 

COMPETENCIA, desde el auto admisorio de la demanda, y ordenar el envío del 

expediente a la competente autoridad, por cuanto la competencia es de la justicia 

contencioso-administrativa para conocer de este asunto. 

 

1.1.3. Falta de firma en la factura de funcionario competente para contraer obligaciones 

a nombre del Hospital ESE Cari. 

La Corte Suprema de Justicia ha sido enfática en diferenciar la mera recepción de 

facturas de su aceptación, cuando el deudor sea una entidad del orden público. Así, el 

máximo tribunal de la justicia ordinaria ha indicado que la aceptación de las facturas, con 

todos los efectos obligacionales que dicho acto conlleva según la naturaleza de título 

valor de las mismas, sólo produce las consecuencias jurídicas contempladas en el art. 

773 del estatuto mercantil cuando aquellas hayan sido debidamente aceptadas por 

funcionario competente para ello. 

En tal sentido, la mera recepción de la factura por quien no tiene las competencias para 

obligar a la entidad pública deudora no produce los efectos de la aceptación de la 

factura. En el plenario no se observa que las facturas hayan sido debidamente aceptadas 

por funcionario con autorización legal para obligar a la empresa social del estado 

Hospital Universitario Cari. 

En ese sentido, la Corte Suprema ha delineado: 

“Esto es, que si bien las facturas base del cobro jurídico se giraron a nombre del 

municipio de Támesis, lo cierto es que no se acreditó que quien aparece recibiendo 

las mercancías allí descritas, hubiera obrado como representante, mandatario u otra 

calidad similar respecto del referido ente territorial, razón que impide predicarse que 

esté llamado a responder por el cumplimiento de las obligaciones reclamadas”6 

Este pronunciamiento fue reiterado en sentencia del 11 de febrero de 2016, STC1404-

2016, radicación n.º 11001-02-03-000-2016-00223-00, en donde, refiriéndose a la 

                                                           
6
 sentencia de 30 de julio de 2015, exp. 2015-00115-01.  

 



ejecución de una entidad pública por concepto de facturas cambiarias, la mencionada 

corporación señaló: 

 “Se suma a lo anterior que, como expresamente lo explicó el ad quem, no es dable 

entremezclar el recibo de las mercaderías compradas, con la aceptación de las 

facturas cambiarias mediante las cuales se documentó tal negociación, por cuanto 

en relación con lo primero, resulta vinculante para el comprador la constancia 

dejada para el efecto por cualquiera de sus trabajadores, laxitud inviable tratándose 

de lo segundo, pues para que este acto sea válido, solamente puede realizarlo, se 

reitera, quien tenga facultad de obligar al ente en nombre del cual actúa.”  

Así las cosas, al no existir aceptación expresa de las facturas por pate de funcionario 

competente para obligar al Hospital ESE Cari (su representante legal o  a quien delegue 

expresamente para ello), las facturas allegadas al expedientes no surte el efecto 

obligacional contenido en el art. 773 y 774 del Cód. Com., por lo que deben 

desestimarse las pretensiones originadas en las mismas. 

 

1.1.4. Falta de indicación en la factura del estado del pago y condiciones de pago. 

La factura presentada como título de recaudo no cumple con los requisitos especiales 

contemplados en los numeral 3º del art. 774 del Cód. de Comercio. Los requisitos 

específicos que deben cumplir las facturas, se encuentran taxativamente establecidos 

por el artículo 774 del Código de Comercio. Las facturas presentadas para recaudo por 

vía judicial no contienen el estado del pago y las condiciones de pago de las mismas, lo 

que de inmediato descarta el carácter de título valor de aquella. 

Teniendo en cuenta la falta de los requisitos consagrados en el art. 774 del Cód. de 

Comercio (falta de aceptación de funcionario competente-falta del estado del pago y 

condiciones de pago) conlleva a que las facturas presentadas no tengan el carácter de 

título valor, según la consecuencia jurídica dispuesta en el inciso 4º de dicho artículo, por 

lo que no existe fundamento jurídico para mantener la orden de primera instancia de 

seguir adelante la ejecución, debiendo ser revocada la orden de paga librada en contra 

de la ESE departamental. 

1.1.5. Falta de integración del título complejo. 

De acuerdo a las pretensiones incoadas por la parte actora y atendiendo los documentos 

anexos a su líbelo introductorio, se evidencia que no se ha integrado de forma completa 



el título complejo y por lo tanto no constituyen una obligación clara, expresa y 

actualmente exigible en contra de la E.S.E. Cari. 

Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto por el Consejo de Estado, quien ha 

indicado que para conocer si existen obligaciones a cargo de un contratista y cargo de 

una entidad pública, es indispensable conocer el estado de liquidación del contrato; 

liquidación que es indispensable para integrar el título complejo cuando se cobran 

facturas de entidades estatales7. Sobre el particular, estableció que: 

“Adicionalmente, encuentra la Sala que dentro del presente asunto no existe claridad 

respecto de las obligaciones que durante la ejecución del contrato quedaron 

pendientes a cargo de las partes; no es posible determinar quién le debe a quién y en 

qué cantidad, pues dentro del expediente no obra acta de liquidación del contrato, 

que constituye el cruce de cuentas definitivo y finiquito de las obligaciones entre las 

partes, más aún si se tiene en cuenta que el presente asunto versa sobre un contrato 

de ejecución sucesiva, el cual en virtud del artículo 60 de la Ley 80 de 1993 debe ser 

liquidado.”8 

No se aportan las actas de liquidación de los contratos sobre los cuales la accionante 

sustenta su demanda, lo cual era de obligatorio cumplimiento según lo acordado en los 

instrumentos contractuales allegados al líbelo introductorio, todo lo cual puede 

observarse en las cláusula decimoctava de dichos contratos.9 

Siendo la liquidación una obligación pactada por los contratantes, no existe prueba del 

estado del servicio que debía suministrar la demandante, cuyo medio lo constituye por 

su propia naturaleza jurídica el acta de liquidación, de tal forma que dicho documento es 

indispensable para integrar de forma completa el título complejo que se pretende cobrar 

por la vía judicial. 

De no requerirse el acta de liquidación de los contratos para su cobro, se estaría ante 

eventos en donde el contratista pudiera exigir el cumplimiento de obligaciones a su favor, 

sin haber cumplido previamente con las cargas que le impone el contrato y la ley o 

incluso debiendo sumas dinerarias a su contratante. 

                                                           
7
 “Es claro que si la base del cobro ejecutivo es un contrato, este debe estar acompañado de una serie de documentos que lo 

complementen y den razón de su existencia, perfeccionamiento y ejecución.” (Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 
25.356, providencia de 11 de noviembre de 2004.) 
8
 Consejo de Estado,  providencia de 24 de enero de 2007,  radicado 2004-00833-01 (28.755). 

 
9
 Requisito además exigido por el art. 297 del CPACA 



Al no aportarse las respectivos Actas de liquidación sobre cada uno de los contratos 

sobre los que se sustenta la acción ejecutiva que nos ocupa, debe concluirse que no se 

ha integrado de forma completa el título complejo y que la orden de pago carece de 

sustento legal. 

1.1.6. Falta de acreditación de los perjuicios alegados por el demandante. 

En el plenario no se observa que el demandante haya probado los perjuicios que alega 

ha sufrido con ocasión a las obligaciones reclamadas en el proceso que nos ocupa. El 

instrumento legal para acreditar los perjuicios dentro del trámite de un proceso judicial, 

es el respectivo juramento estimatorio, soportado con los medios de prueba que dispone 

el estatuto procesal. 

La demanda de la referencia no cumple con el requisito dispuesto en el numeral 7 del 

artículo 82 del Código General del Proceso, por cuanto en el líbelo no se fija el juramento 

estimatorio ordenado por el artículo 206 del C.G.P10. 

Sobre la obligatoriedad del juramento estimatorio, el artículo 206 del C.G.P en su primer 

inciso, establece: 

“Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago 

de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la 

demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. 

Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por 

la parte contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción que 

especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación.” 

Cabe resaltar que en los procesos ejecutivos sí debe efectuarse el respectivo juramento 

estimatorio contemplado en el art. 206 del C.G.P. Tanto es así, que en el estatuto 

procesal existe norma especial que regula la objeción de los perjuicios realizada por el 

ejecutante, según se contempla en el art. 439 del C.G.P-11. Dicha norma dispone que de 

no acreditarse la cuantía de los perjuicios, el juez declarará extinguida la obligación 

perseguida, terminando la ejecución. 

                                                           
10

 Lo que además, configura la causal de la excepción previa de Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales, 

contemplada en el numeral 5° del artículo 100 del C.G.P. 

 
11

 “Dentro del término para proponer excepciones el demandado podrá objetar la estimación de los perjuicios hecha por el ejecutante 

en la demanda caso en el cual se dará aplicación al artículo 206. El juez convocará a audiencia para practicar las pruebas y definir el 
monto de los perjuicios. Si no se acredita la cuantía de los perjuicios el juez declarará extinguida la obligación, terminada la ejecución en 
lo referente a aquellos y continuará por las demás prestaciones, si fuere el caso.” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr005.html#206


Al no haberse presenta juramento estimatorio debidamente sustentado que permitiera 

acreditar la cuantía de los perjuicios, se concluye que las obligaciones perseguidas deben 

declararse como extintas y revocarse la orden de pago sustenta en aquellas. 

Adicionalmente, teniendo en cuenta que dentro de los frutos se incluyen los intereses 

sobre capital según lo prescribe el artículo 717 del Código Civil12 y que la demanda 

persigue el cobro de intereses moratorios, cuya naturaleza jurídica es la una 

indemnización de perjuicios13 tarifada, resultaba obligatorio fijar razonadamente el 

juramento estimatorio, requisito pasado por alto en la demanda y omitido por el 

juzgador de primera instancia. 

 

1.1.7. Sobre el pago parcial de las obligaciones reclamadas. 

En el improbable evento que se dispusiera que las facturas presentadas por el 

demandante cumplen con los requisitos legales para su cobro y que se determinara que 

la jurisdicción ordinaria es la competente para conocer el litigio que nos ocupa, de 

cualquier forma, deberá declararse como probada la excepción de pago parcial de la 

obligación, como quiera que de la factura No. 28467 de realizó un abono por valor de 

$81.413.671, de la factura No. 28844 se abonó la suma de $30.586.329 y de la factura 

Bo. 30376 se canceló la suma de $87.354.062. 

En caso de que se dispusiera confirmar seguir adelante la ejecución, deberán tenerse en 

cuenta los citados abonos para efectos de determinar el monto de la obligación a pagar. 

 

2. Peticiones especiales. 

De manera respetuosa, se le pone de presente al despacho que en caso de mantenerse 

el proceso de la referencia en conocimiento de la jurisdicción ordinaria, se estarían 

lesionando gravemente derechos fundamentales al ESE Hospital Cari Departamental. 

                                                           
12 “Artículo 717. Frutos civiles . Se llaman frutos civiles los precios, pensiones o cánones de arrendamiento o censo, y los intereses de 
capitales exigibles, o impuestos a fondo perdido.  Los f|rutos civiles se llaman pendientes mientras se deben; y percibidos desde que se 
cobran.” 
  
13

 “Los intereses moratorios son aquellos que se pagan para el resarcimiento tarifado o indemnización de los perjuicios que padece el 

acreedor por no tener consigo el dinero en la oportunidad debida. La mora genera que se hagan correr en contra del deudor los daños y 
perjuicios llamados moratorios que representan el perjuicio causado al acreedor por el retraso en la ejecución de la obligación.” (Corte 
Constitucional, C-604/2012). 
 



Es por ello que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido que ante 

eventos en donde se presenta la falta de jurisdicción de una autoridad judicial para 

conocer de un determinado caso, se está en presencia de una flagrante vulneración del 

debido proceso y del principio de juez natural íntimamente ligado a dicho derecho 

fundamental, pues la garantía constitucional enmarca que las personas sean juzgadas no 

solo por las leyes preexistentes, salvo excepciones de favorabilidad, sino por los jueces 

naturales, cuya competencia proviene directamente de la constitución, y que por su 

especialidad, materializan el real acceso a la justicia de quienes acuden a ella, para 

obtener un pronunciamiento de fondo por parte de quien la carta fundamental le ha 

asignado tal servicio público, entre otras razones, por virtud del alto grado de 

conocimiento del funcionario competente para atender los temas relacionados con la 

jurisdicción en donde se desempeña. 

Sobre este particular, la Corte Constitucional ha dispuesto: 

“En armonía con lo anterior, el principio de juez natural está contemplado en la 

Constitución dentro del derecho fundamental al debido proceso14, y se entiende 

como una garantía orientada a que toda persona sea juzgada solamente por la 

autoridad a la que previamente una norma le ha conferido la investidura para 

asumir la función pública de impartir justicia, en el marco de un determinado campo 

del Derecho. 

(…) 

Con fundamento en tales normas, la jurisprudencia de esta Corporación ha 

reconocido que “la nulidad originada en la falta de competencia funcional o en la 

falta de jurisdicción no es saneable. Porque siendo la competencia funciona la 

atribución de funciones a diferentes jueces de distintos grados, dentro de un mismo 

proceso, como se ha dicho (primera y segunda instancia, casación, revisión, etc.), el 

efecto de su falta conduce casi necesariamente a la violación del derecho de defensa, 

o a atribuir a un juez funciones extrañas a las que la ley procesal le ha señalado”15. 

                                                           
14

 “ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, 
se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, 
durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 
las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de 
pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.” (se subraya). 
 
15 Sentencia C-037 de 1998, M.P.: Jorge Arango Mejía. 

 



Perjuicio que se agravado si se acepta lo alegado por la parte demandante, en el sentido 

de dar lugar al cómputo de intereses moratorios a la tasa máxima legal, desconociendo 

lo establecido en el art. 6.6.7 del Manual de Contratación del Hospital ESE Cari donde se 

dispone que en caso de pactarse intereses moratorios de forma expresa, se aplicara el 

doble del interés legal civil sobre el monto de la obligación insoluta, en plena 

concordancia con el numeral 8 del art. 4° de la ley 80 de 1993.16 

 

3. Solicitud de revocatoria de sentencia de primera instancia. 

En virtud de lo esbozado, solicito respetuosamente que se revoque en todas sus partes 

la sentencia fechada el 23 de septiembre de 2019, por cuanto las pretensiones de la 

demanda carecen de sustento jurídico y probatorio y en su lugar se declaren como 

probadas las excepciones propuestas dentro del término legal o cualquier otra que el Ad 

quem halle como probada de oficio, en consonancia con el art. 282 del C.G.P. 

 

4. ANEXOS. 

-Poder otorgado al suscrito. 

-certificación de tesorería de pagos parciales a la deuda. 

 

 

Respetuosamente, 

 

FERNANDO DE LA HOZ XIQUES 

C.C. No. 1.045.671.327. 

T.P. No. 233765. 

 

 

 
 

                                                           
16

 “Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa 

equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado.” 




















